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RESUMEN

Una de las más recurrentes preocupaciones de los legisladores y de los políticos desde
hace algún tiempo es evitar la discriminación de género en todos los ámbitos de la vida,
pero con especial interés en el entorno laboral. Son muchas las normativas que, tanto de
orden supranacional, como europeo y, por supuesto, nacional se han promulgado en es-
te sentido (1).
Precisamente, teniendo en cuenta el papel complementario con el que los planes y fon-
dos de pensiones de empleo han sido concebidos en relación a los sistemas públicos de
pensiones, resulta especialmente interesante analizar si es posible evitar la discrimina-
ción de género a la hora de articular los mismos.
Para ello se han estudiado las diferentes posibilidades que pueden revestir, es decir, de
aportación definida o de prestación definida y, dentro de éstos, se ha diferenciado entre
aquéllos cuyas prestaciones están totalmente aseguradas o no. También se han conside-
rado los posibles efectos discriminatorios que se derivarían de exigir el empleo de una
misma tabla de supervivencia para ambos sexos o permitir, dado el diferente comporta-
miento biométrico de hombres y mujeres, el uso de tablas distintas.
La conclusión es clara: sólo si los planes de pensiones de empleo son de aportación defi-
nida y la prestación se cobra en forma de renta de capital, o si los planes de pensiones
están totalmente asegurados y se aplican tablas unisexo (en cuyo caso, el mayor coste de
contratar mujeres recae inicialmente sobre la aseguradora, con los efectos discriminato-
rios indirectos que de ello se pueden derivar) se evita el trato discriminatorio. El resto
de supuestos, que son los más frecuentes en Europa y que son los que promueve el Libro
Verde de la Comisión Europea de 2010, genera discriminación, por lo que si lo que se
quiere es impedir ésta será necesario que las autoridades prevean medidas que com-
pensen al empresario para que no evite la contratación de mujeres y discrimine en su
contra. Por lo tanto, ni la normativa comunitaria promulgada de aplicación a esta mate-
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(1) Un repaso exhaustivo de las acciones de mainstreaming de género acometidas por la Unión
Europea para conseguir la igualdad entre hombres y mujeres en los últimos años puede verse en:
«Too late for gender mainstreaming?. Taking stock in Brussels», Journal of European Social Po-
licy, Vol. 18, N.º 3, 289-302 (2008), de A.E. WOODWARD.



ria, ni la línea jurisprudencial que se deriva de la sentencia de 1 de marzo de 2011 del
Tribunal de Justicia de la Unión Europea, resuelven el tema de la igualdad de trato en-
tre hombres y mujeres en materia de pensiones complementarias, ya que dicha igualdad
depende no sólo (2) del marco legal que se establezca, sino del propio funcionamiento de
los regímenes de pensiones en sí mismos, el cual está estrechamente relacionado con el
diferente comportamiento biométrico de hombres y mujeres.
Palabras clave: Discriminación de género, planes de pensión, fondos de pensión, reper-
cusión actuarial del comportamiento biométrico de género, leyes comunitarias.
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1. INTRODUCCIÓN

El principio de la igualdad de trato en el contexto de la Unión Europea ha pasado de
ser una tímida referencia en el art. 119 del Tratado de Roma sobre igualdad de retribu-
ción, a cristalizar en un acervo importante de normas en el ámbito laboral. Preocupa-
ción más reciente en esta materia ha sido la del legislador comunitario por tratar de co-
rregir la discriminación de precios en materia de planes y fondos de pensiones y, más
concretamente, en los de empleo.

Como resulta conocido, los planes de pensiones definen las obligaciones de contribu-
ción y los derechos de las personas a cuyo favor se constituyen los patrimonios que inte-
gran los fondos. Éstos se crean con el propósito de atender las obligaciones delimitadas
en los planes.

En el caso de los planes de pensiones de empleo (3), el promotor es cualquier empre-
sa, sociedad, corporación o entidad y los partícipes son sus empleados. Es decir, se trata
de planes cuyo fundamento reside en la obligación contractual que relaciona al empre-
sario con su trabajador y que se sustentan en el papel complementario que desempeñan
en relación a los sistemas públicos de pensiones, al amparo del art. 41 de la Constitución
Española.

Con carácter general, los planes de pensiones (sean de empleo o no) deben estar regi-
dos por los principios de no discriminación, capitalización (4), irrevocabilidad de las
aportaciones, atribución de derechos e integración obligatoria en un fondo de pensiones.

Lo que se pretende analizar con este estudio es si, dado el diferente comportamiento
biométrico entre hombres y mujeres o, lo que es lo mismo, constatada la mayor longevi-
dad de las mujeres (con carácter prácticamente universal), es posible evitar el trato dis-
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(2) L. LUCKMANS: «Equal pension Rights for men and women: a realistic perspective», Journal
of European Social Policy, Vol. 7, N.º 2, 237-253 (1997).

(3) Que son fruto de la negociación colectiva, la cual puede establecer la obligatoriedad para el
empresario –documentada en convenio colectivo o en pacto laboral– de reconocer al trabajador una
pensión privada, determinando la necesidad de complementar los sistemas de previsión social pú-
blicos.

(4) Las prestaciones se ajustarán estrictamente al cálculo de los rendimientos obtenidos con
las aportaciones generadas.
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criminatorio a la hora de regular el régimen de funcionamiento de los planes y fondos de
pensiones de empleo.

Este tema reviste, además de un notable interés, una considerable oportunidad toda
vez que la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 1 de marzo de
2011 obliga a la aplicación de idénticas aportaciones (primas) en los contratos de segu-
ro, en virtud del contenido de la Directiva 2004/113/CE del Parlamento y del Consejo de
13 de diciembre de 2004, por la que se regula el principio de igualdad de trato entre
hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios y su suministro.

2. PRESENTACIÓN DEL PROBLEMA

Como ya se tuvo ocasión de demostrar en un anterior estudio (5), se trata de una
cuestión difícil de resolver, tanto si se aplican idénticas primas (basadas en una tabla de
supervivencia unisexo), como diferentes (aceptando que la esperanza de vida es distinta
entre hombres y mujeres).

Con el fin de conocer el alcance de dicha sentencia, es preciso hacer algunas puntua-
lizaciones de carácter previo. De este modo, se pueden determinar mejor las consecuen-
cias derivadas del hecho de que, si bien el criterio formal de la mencionada Directiva era
la prohibición del diferente trato (al tener en cuenta el riesgo del asegurado) y la reali-
dad había llevado a que (por vía de la excepción a este principio general, contemplada en
el art. 5.2 de la propia Directiva [6]) los Estados miembros pudieran vincular la cuantía
de las primas y de las aportaciones al sexo del beneficiario, la sentencia pone fin a la du-
ración en el tiempo de las excepciones que habían venido estableciéndose al amparo de
dicho precepto.

Existen en el ámbito que nos ocupa dos Directivas especialmente relevantes: la Di-
rectiva 2004/113 del Parlamento y del Consejo de 13 de diciembre, por la que se aplica el
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios
y su suministro, y la Directiva 2006/54 del Parlamento y del Consejo, relativa a la apli-
cación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y
mujeres en asuntos de empleo y ocupación.

La primera de ellas protege a los clientes y se aplica a los bienes y servicios deman-
dados por los particulares, entre ellos los seguros individuales y los planes de pensiones
individuales. En la medida en que los planes de pensiones pueden ser demandados por
particulares, se aplica a cualquier plan de pensiones individual o asociado (fondos de
pensiones personales) ya que éste se trata de un servicio y forma parte del denominado
«tercer pilar» de la Seguridad Social, que se refiere a la previsión social individual, es
decir, a los seguros individuales o a los planes de pensiones individuales o asociados
(fondos de pensiones personales).

MIRYAM DE LA CONCEPCIÓN GONZÁLEZ RABANAL /  «La paradoja de la no discriminación de género en los planes y fondos...»

– 99 –

(5) GONZÁLEZ RABANAL, Mª C. y SÁEZ DE JÁUREGUI SANZ, L. Mª: La política comunitaria contra la
discriminación de género: Una propuesta de evaluación de su coste en los planes y fondos de pen-
siones de empleo. Su aplicación al caso español. Madrid, IEF, 2006.

(6) El art. 5.2 dice lo siguiente: «los Estados miembros podrán decidir, antes del 21 de diciem-
bre de 2007, la autorización de diferencias proporcionadas de las primas y de las prestaciones de
las personas individualmente consideradas en los casos en que tener en cuenta el sexo constituye
un factor determinante de la evaluación del riesgo a partir de datos actuariales y estadísticos per-
tinentes y exactos, para lo cual velarán porque esos datos se recopilen, publiquen y actualicen con
regularidad».



El segundo de los textos referidos, la Directiva 2006/54, afecta a los planes y fondos
de pensiones de empleo, es decir, a lo que la doctrina iuslaboralista ha venido en deno-
minar segundo pilar de la Seguridad Social. Este pilar concierne a los compromisos que
se derivan de una relación laboral, ya sean éstos articulados a través de la Seguridad
Social contributiva, o mediante pensiones privadas. En este último caso, dichos compro-
misos por pensiones se pueden instrumentar mediante planes de pensiones de empleo o
seguros colectivos. Las pensiones privadas instrumentadas de la manera anteriormente
citada constituyen lo que se viene en denominar la previsión empresarial. 

Los planes de pensiones, a su vez, pueden estar asegurados (7) o no. En el supuesto
de que estén asegurados, independientemente de si se trata de un plan de empleo o no,
todo lo relativo al seguro entraría dentro del campo de aplicación de la Directiva
2004/113.

La previsión social individual se deriva de la iniciativa voluntaria de los ciudadanos
y puede beneficiarse de incentivos fiscales más o menos generosos, bien sea en el mo-
mento de las aportaciones, o en el de las prestaciones.

Los compromisos asumidos pueden ser de prestación definida o de aportación defini-
da. Un sistema de prestación definida es aquél en el que el compromiso consiste en una
prestación determinada a priori. Un sistema de aportación definida es aquél en el que lo
que se determina a priori es la cuantía de la misma (prima).

A partir de las consideraciones anteriores, el diseño de los diferentes pilares de la
protección social en Europa podría resumirse en el siguiente esquema:

Primer pilar: Seguridad Social no contributiva.
Segundo pilar: En este caso, los compromisos se derivan de la relación laboral. 
Existe obligación de constituir pensiones que pueden ser públicas o privadas:
– Públicas: Seguridad Social contributiva
– Privadas (previsión empresarial): Los compromisos por pensiones se pueden ins-

trumentar a través de:
• Planes de pensiones de empleo, que pueden ser estatutarios o no, bien sea en for-

ma de capital (seguros de jubilación) o en forma de rentas (seguros de rentas).
• Seguros colectivos que instrumentan compromisos por pensiones, que pueden

ser estatutarios o no, bien sea en forma de capital (seguros de jubilación) o en
forma de rentas (seguros de rentas).

Tercer pilar (previsión social individual): voluntario y complementario, que canaliza
las decisiones individuales e independientes de ahorro finalista, instrumentado a través
de:

– Planes de pensión individuales y asociados (fondos de pensiones personales).
– Seguros individuales.
Por su parte, la aplicación de la mencionada normativa comunitaria al campo de la

Previsión Empresarial se podría sintetizar del modo siguiente:
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(7) En cuyo caso el riesgo se transmite a un tercero, que es la Aseguradora.



Como se acaba de señalar, en el campo de los planes de pensiones hay que diferenciar
entre los que son de aportación definida y los de prestación definida. 

En el supuesto de que la aportación esté definida, no se produce en principio discrimi-
nación porque el empresario aporta la misma cantidad por trabajador, con independencia
de su sexo. Sin embargo, las diferentes formas de abonar la prestación pueden dar lugar a
situaciones diversas. Si la prestación, una vez devengada, es decir, alcanzada la edad de
jubilación, se abona como renta financiera (capital), no se produce discriminación porque
hombres y mujeres obtienen lo mismo al jubilarse. Sin embargo, si los beneficios se pagan
en forma de anualidad perpetua, el montante de la anualidad es menor en el caso de las
mujeres ya que, dado que son más longevas que los hombres, la misma aportación que ge-
nera para ellas una misma prestación que para los hombres, ahora, a consecuencia de su
diferente comportamiento biométrico, debe ser prorrateada entre un número de años su-
perior, por lo que el montante de la anualidad es más reducido. 

Esta aparente discriminación, fruto de la mayor esperanza de vida podría resolverse
si, en lugar de establecer un sistema de aportación definida, se articula un sistema de
prestación definida en virtud del cual hombres y mujeres pudieran recibir lo mismo, al-
canzada la edad de jubilación.

En el caso de que los planes de pensiones sean de prestación definida, el objetivo es
asegurar a los beneficiarios una cuantía determinada de dinero cuando se alcance la
edad de jubilación establecida. La financiación de dicha pensión corre a cargo del em-
presario (por eso es un plan de empleo) para lo cual realiza las correspondientes aporta-
ciones al plan desde el momento de entrada del trabajador en la plantilla de la empresa,
hasta el de su jubilación. 

Es evidente que la diferencia de esperanza de vida entre hombres y mujeres para un
mismo importe de la pensión (prestación definida no discriminatoria) hace que la apor-
tación que el empresario debe realizar al plan sea mayor para las trabajadoras, es decir,
ha de soportar costes laborales más elevados por el hecho de contratar a mujeres.

En el supuesto de que los planes de empleo sean de prestación definida pueden darse,
a su vez, dos situaciones: que los mismos estén totalmente asegurados, o que no lo estén.

Un plan de pensiones de prestación definida totalmente asegurado supone que es el
asegurador (no el empresario que contrata el plan a favor de su empleado/a) quien asu-
me el riesgo derivado de la diferente esperanza de vida entre géneros y se compromete a
pagar la misma prestación en ambos casos.
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El asegurador podría acudir al empleo de una misma tabla de supervivencia para
hombres y mujeres o, teniendo en cuenta su diverso comportamiento biométrico, emple-
ar tablas distintas.

La normativa comunitaria y el propio Tribunal de Justicia de la UE obligan al asegu-
rador a aplicar la misma tabla actuarial de supervivencia (tabla unisexo) por entender
que el empleo de tablas diferentes es discriminatorio (8). En este caso, sería la propia
aseguradora la que soportaría el coste de no tratar de forma diferente a hombres y mu-
jeres. Dicho coste lo trataría de recuperar en forma de primas más altas (que cobraría al
empresario), primas que incorporarán el plus derivado de la incertidumbre del reparto
de género entre la plantilla de trabajadores asegurados. Sería, en definitiva, el propio
empresario (vía repercusión del asegurador) el que soportaría el coste de la no discrimi-
nación.

Es probable que el hecho de que el asegurador trate de repercutir el coste inicial de la
no discriminación sobre el empresario (obligado ahora a pagar primas más altas) pueda
llevar a éste a tratar de resarcirse del mismo. ¿Cómo? Cobrando precios más altos por
los bienes y servicios que produce, o pagando salarios más bajos a los trabajadores con-
tratados (independientemente de su sexo), con lo cual trasladaría hacia toda la plantilla
el mayor coste de contratar mujeres. Se trataría de un ejemplo de traslación de costes
hacia atrás (vía salarios) o hacia adelante (vía precios) cuya viabilidad/oportunidad de-
penderían, respectivamente, de las características del mercado de trabajo o de la de-
manda del bien (de su elasticidad precio), similar al analizado con ocasión del análisis
de la naturaleza de las cotizaciones sociales (9).

Por lo tanto, la aplicación de un principio concebido para acabar con la discriminación
de género (exigencia de la aplicación de tablas unisexo) provoca un perjuicio económico,
bien para toda la sociedad, o bien para toda la plantilla.

Si al asegurador se le permitiera aplicar tablas de supervivencia diferentes, como venía
sucediendo al amparo de la excepción al principio general, prevista en el art. 5.2 de la Di-
rectiva 2004/113, exigirá una prima mayor al empresario en el caso de que éste contrate
(y, por tanto, asegure, las prestaciones del plan a favor de las) mujeres. De este modo, se-
rá el empresario quien trate de evitar la contratación de mujeres que le resultan más cos-
tosas que los hombres. Así, si no se establece ningún mecanismo corrector, los planes y
fondos de pensiones totalmente asegurados discriminarán en contra de las mujeres. 

Si el sistema no está totalmente asegurado, también pueden darse los dos supuestos
anteriores, es decir, que se exija la aplicación de una misma tabla o que se permita el
uso de tablas distintas para cada género.

Si se exige la aplicación de una tabla unisexo, en este caso, al no estar asegurado el
plan, será el propio empresario el que asumirá el coste derivado de no discriminar entre
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(8) En este sentido se ha pronunciado la sentencia del Tribunal Europeo de Justicia de 1 de
marzo de 2011, que obliga, en aplicación de la Directiva 2004/113/E del Consejo por la que se de-
termina el principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios
y sus suministro, a dar por extinguida el 21 de diciembre de 2012 la excepción aplicada por algu-
nos Estados miembros de considerar el sexo como factor de cálculo de diferentes primas y presta-
ciones, por entender que el mantenimiento de modo ilimitado en el tiempo de una excepción a la
norma de primas y prestaciones independiente del sexo es contrario a la consecución del objetivo
de igualdad de trato entre hombres y mujeres.

(9) GONZÁLEZ RABANAL, Mª C. (1987): «Notas para el estudio de los efectos económicos de las co-
tizaciones sociales (especial referencia al caso español)», Hacienda Pública Española n.º 104, págs.
137-145.



hombres y mujeres. El empresario realizará la misma aportación para ambos sexos, al
presuponer idéntico comportamiento biométrico entre hombres y mujeres. Sin embargo,
a medida que transcurra el tiempo, irá comprobando que los hombres fallecen antes que
las mujeres, es decir, que los hombres mueren con mayor frecuencia de la que indican
las tablas de supervivencia, por lo que se percatará de la posibilidad de obtener un be-
neficio actuarial, vía rescate de las aportaciones de los fallecidos. Este beneficio le servi-
rá para financiar otras aportaciones futuras y le incentivará a reajustar la composición
de su plantilla, prefiriendo los hombres a las mujeres, es decir, discriminando en contra
de éstas últimas.

Esto se puede ver con un ejemplo: 
Supongamos que una empresa promueve un plan de pensiones de empleo para ins-

trumentar el compromiso derivado de su convenio laboral, en virtud del cual se deter-
mina que el empresario pagará una pensión vitalicia (pensión privada) a los trabajado-
res una vez que alcancen la edad de jubilación (65 años) (10). Según los cálculos realiza-
dos en otra investigación (11), la probabilidad de alcanzar los 65 años (una vez cumpli-
dos los 50) es prácticamente 2,5 veces mayor en el caso de las mujeres que en el de los
hombres. Esto significa que, de cada 100 varones con más de 50 años, se espera que 87
alcancen la edad de 65 años, en tanto que, de cada 100 mujeres, lo harán 95.

Si consideramos que una tabla unisexo distribuye por igual a hombres y mujeres (12)
y que, de cada 100 personas vivas con 50 años, se espera que 91 alcancen la edad de 65
años, la aplicación de estos datos obligaría al empresario, a priori, a realizar una dota-
ción al plan de pensiones como si tuviera que constituir las aportaciones para 91 pen-
siones por cada 100 trabajadores de 50 años que tenga en su plantilla. Sin embargo, el
empresario sabe que, si hubiera contratado hombres en lugar de mujeres, el número de
pensiones de las que tendría que hacerse cargo sería 87, aunque le han obligado a hacer
provisiones para 91. ¿Qué pasa en este caso con el exceso de las 4 pensiones constituidas
que no hay que abonar a nadie? Que se trata de un «beneficio actuarial» que podría ser
utilizado para financiar las pensiones de las generaciones venideras, existiendo enton-
ces una menor necesidad de aportación por parte del empresario al plan de pensiones de
sus trabajadores. Por consiguiente, en igualdad del resto de condiciones, el empresario
preferirá contratar hombres a mujeres y, consiguientemente, discriminará en contra de
éstas, o bien abonará a las mujeres empleadas un salario actual menor para compensar
el mayor salario diferido que, en definitiva, representa la pensión, generando también
discriminación.

El carácter discriminatorio de esta segunda alternativa debería ser, no obstante, ma-
tizado si se tienen en cuenta los ingresos recibidos durante toda la vida por las mujeres
(período de actividad más período de percepción de la pensión, mayor este segundo al de
los hombres, debido a su esperanza de vida más prolongada).

¿Cabría pensar entonces que la aplicación de tablas diferentes resuelve el problema?
Pues no, ya que –dada la mayor longevidad de las mujeres– para un mismo beneficio
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(10) Además, la empresa tiene una política de prejubilaciones a partir de los 50 años que reco-
noce a los trabajadores el derecho a percibir la pensión pública y la renta vitalicia del plan de pen-
siones.

(11) GONZÁLEZ RABANAL, M. C. y SÁEZ DE JÁUREGUI, L.: La política comunitaria contra la discri-
minación de género: una propuesta de evaluación de su coste en los planes y fondos de pensiones de
empleo. Su aplicación al caso español, Madrid, IEF, 2006.

(12) Porque el problema no se resuelve eligiendo una distribución que refleje mejor el peso que
representan los hombres y las mujeres en la platilla de la empresa, sino que subsiste indepen-
dientemente de la composición de la misma a la hora de construir las tablas de supervivencia.



(prestación definida e igual para ambos sexos), el empresario tendría que incrementar
las contribuciones hechas a favor de las mujeres y, por tanto, tendería a evitar su con-
tratación, debido a su mayor coste, con lo que se generaría discriminación, ya que a las
mujeres les resultaría más difícil encontrar empleo.

3. CONCLUSIONES

A la vista del análisis precedente, ¿qué supone la reciente sentencia de cara al logro de
la no discriminación de género en el ámbito de los planes y fondos de pensiones de empleo? 

Si el plan de pensiones es de aportación definida y los beneficios se reciben en forma
de capital (renta financiera), al contribuir lo mismo por los trabajadores con indepen-
dencia de cuál sea su sexo, no se genera discriminación porque unos y otras obtienen lo
mismo cuando alcancen la edad de jubilación. 

Si la prestación se abona como anualidad perpetua, al tener que prorratear la misma
cantidad entre un mayor número de años en el caso de las mujeres, porque éstas son
más longevas, el montante de la anualidad se reduce y surge discriminación. Ésta es de-
bida, exclusivamente, al diferente comportamiento biométrico de los sexos y no a ningu-
na práctica deliberadamente adoptada por el empresario. En este caso, si el Estado de-
sea ofrecer la misma protección a hombres y mujeres debería compensar a cada mujer
de forma individual una vez que se haya verificado su mayor longevidad.

En todo caso, estos supuestos están fuera del ámbito de aplicación de la Directiva
2004/113.

Si lo que se desea es que los trabajadores, cuando se jubilen, reciban igual trato con
independencia de su sexo y de la forma en que decidan cobrar sus prestaciones, el plan
de pensiones debe ser de prestación definida. Si el plan está totalmente asegurado, se
genera un coste por el hecho de no discriminar que, en el supuesto de aplicar tablas uni-
sexo, lo soporta inicialmente la compañía aseguradora, la cual tratará de resarcirse del
mismo, trasladándolo hacia el empresario, cobrándole primas más altas (13). Si se apli-
can tablas distintas, el coste recae sobre el empresario, que evitará la contratación de
mujeres que le comporta el pago de primas más altas.

En el supuesto de que los planes de pensión de empleo de prestación definida no es-
tén totalmente asegurados, la aplicación, tanto de tablas unisexo, como diferentes, no
resuelve el problema de la discriminación de género porque si se aplican tablas diferen-
tes hay que pagar más por las mujeres porque son más longevas, y si se aplican las mis-
mas tablas de supervivencia a ambos géneros, el empresario preferirá contratar hom-
bres que, al fallecer antes, le generan un beneficio actuarial que no se produce al con-
tratar a las mujeres, por lo que discriminará en contra de éstas al determinar la confi-
guración de su plantilla.

En definitiva, aunque resulte paradójico, la solución de la discriminación en el ámbi-
to de los planes y fondos de pensiones de empleo (salvo en supuestos especiales por su
escasa relevancia [14]) no se alcanza, ni con la imposición de la obligación de aplicar una
tabla unisexo, ni permitiendo el empleo de tablas diferentes. 

ESTUDIOS Y NOTAS / CRÓNICA TRIBUTARIA 145-2012

– 104 –

(13) Siendo ésta la situación a la que parecen obligar las instancias comunitarias a partir de di-
ciembre de 2012, después de la sentencia de 1 de marzo del Tribunal Europeo de Justicia, a la que
se ha hecho referencia anteriormente.

(14) Si los planes son de aportación definida y la prestación se cobra en forma de renta de capi-
tal o si están totalmente asegurados y se aplican tablas unisexo y el asegurador no traslada hacia
el empresario el mayor coste derivado de contratar mujeres.



Es decir, el Tribunal de las Comunidades Europeas, al igual que hizo el legislador co-
munitario, ha pensado que el obligar a la aplicación de unas mismas tablas de supervi-
vencia (tablas unisexo) obvia el problema derivado del diferente comportamiento biomé-
trico entre hombres y mujeres y garantiza la igualdad de trato (no discriminación de gé-
nero). Pues bien, lejos de conseguir la no discriminación, esta doctrina obliga al empre-
sario a discriminar de facto a la hora de contratar a los trabajadores y determinar el se-
xo de su plantilla, pues tratará de evitar la contratación de mujeres que le resultan o
bien más costosas, o bien menos rentables.

Por consiguiente, si lo que realmente pretenden las autoridades comunitarias es con-
seguir la no discriminación en este campo deben abandonar la creencia de que se consi-
gue con la imposición de la obligación de aplicar tablas de supervivencia unisexo para
determinar el importe de las primas. Antes bien, deberían tomar conciencia de que el lo-
gro de un auténtico trato igual entre géneros pasa necesariamente por asumir que la di-
ferente esperanza de vida de hombres y mujeres (mayor en el caso de éstas) es un dato
demográfico que hay que tener en cuenta, que hace necesario calcular sus consecuencias
desde el punto de vista económico y, por consiguiente, prever los mecanismos de com-
pensación necesarios para que el empresario aplique de facto una política de contrata-
ción discriminatoria que es, en definitiva, el objetivo de las inquietudes comunitarias. 

Por ello, la solución que se propone (15) es calcular el coste que el empresario ha de
soportar al contratar mujeres como consecuencia de su mayor longevidad y compensar-
le por él.
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